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CCE-DES-FM-17 

 

Bogotá, 22 Noviembre 2021 

 

Señora 
Adriana Montealegre Riaño 
Bogotá, D.C. 

 
Concepto C ─ 654 de 2021 

 

Temas: CONTRATO ESTATAL – Ejercicio – Funciones de control y 
vigilancia / CONTRATO ESTATAL – Funciones de control y 
vigilancia / SUPERVISIÓN – Ejercicio – Contratista – Apoyo a la 
supervisión / CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS – 
Persona jurídica – Persona natural 

Radicación: Respuesta a consulta P20211012009410 

 
 
 

Estimada señora Montealegre Riaño: 

 
 

En ejercicio de la competencia otorgada por el numeral 8 del artículo 11 y el numeral 5 

del artículo 3 del Decreto Ley 4170 de 2011, la Agencia Nacional de Contratación 

Pública – Colombia Compra Eficiente responde su consulta del 12 de octubre de 2021. 

 
1. Problemas planteados 

 
Usted realiza la siguiente pregunta: «La Contratación de apoyo a la supervisión de 

contratos de las entidades estatales, que puede adelantase a través de Contratos de 

Prestación de Servicios, ¿puede celebrarse con personas naturales y jurídicas?». 

 
2. Consideraciones 

 

Para absolver la consulta se analizará: i) la obligación de vigilar la correcta ejecución 

del objeto contratado; ii) la supervisión en los contratos estatales y, iii) el concepto y 

características de los contratos de prestación de servicios. La Agencia Nacional de 

Contratación Pública ― Colombia Compra Eficiente se ha pronunciado sobre la 

obligación de controlar y vigilar la ejecución de los contratos estatales, en los conceptos 

con radicado 4201913000004799 del 30 de agosto de 2019, 4201913000008240 del 20 

de diciembre de 2019, C-064 del 28 de febrero de 2020, C-071 del 4 de marzo de 2020, 

C–077 del 18 de marzo de 2020, C–150 del 18 de marzo de 2020, C–134 del 30 de 
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marzo de 2020, C–180 del 13 de abril de 2020, C-344 del 26 de mayo de 2020, C-414 

del 30 de junio de 2021. 

Por otro lado, la Agencia se pronunció en relación con los contratos de 

prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión en los conceptos C–047 

del 18 de febrero de 2020, C–071 del 4 de marzo de 2020, C–188 del 13 de abril de 2020, 

C–005, 006, 018 y 138 del 11 de mayo de 2020, C–053, 175, 255, 282, 293 y 320 del 12 

de mayo de 2020, C–288 del 27 de mayo de 2020, C–345 del 23 de junio de 2020, C– 

484 del 6 de agosto de 2020 y C–608 del 1 de octubre de 2020, C-765 del 7 de enero 

de 2021, C-145 del 8 de abril de 2021. La tesis propuesta se expone a continuación: 

 
2.1. Obligación de vigilar la correcta ejecución del objeto contratado 

 
A través de la actividad contractual, el Estado adquiere bienes, obras y servicios para 

cumplir los fines que le impone el ordenamiento jurídico, garantizando así la continuidad 

y eficiente prestación de los servicios públicos y la efectividad de los derechos e 

intereses de los administrados1. Para la garantía de los fines de interés general, 

involucrados en la contratación de las entidades estatales, el Estatuto General de 

Contratación de la Administración Pública –en adelante EGCAP– dispone que, en la 

etapa de ejecución del contrato, las entidades estatales y los servidores públicos que 

participan en ella tienen la obligación de controlar y vigilar la correcta ejecución del 

objeto contratado. Lo anterior busca que las finalidades perseguidas con la celebración 

de los contratos estatales se logren de manera satisfactoria. 

El seguimiento de la ejecución del contrato para la dirección, control y vigilancia 

de su correcto cumplimiento es un deber legal que permite a las entidades estatales 

tomar medidas orientadas a la satisfacción de los fines de la contratación. Por esto, el 

EGCAP alude a la obligación mencionada, que guarda relación con el principio de 

responsabilidad que rige la celebración y ejecución de los contratos estatales. Así, por 

ejemplo, los artículos 4, 5, 12, 14 y 26 de la Ley 80 de 1993 consagran normas 

relacionadas con el control y vigilancia de la ejecución de los contratos estatales. Estas 

disposiciones establecen, entre otros aspectos, la obligación de las entidades estatales 

de velar por el correcto y oportuno cumplimiento de las prestaciones del contrato, las 

especificaciones de los bienes, obras y servicios objeto de este, y las condiciones de 

calidad ofrecidas, etc. Esta obligación se predica, en principio, del jefe o representante 

legal de la entidad, por tener la responsabilidad de la dirección y manejo de la actividad 

contractual, pero también de los servidores públicos que intervienen en ella. En ese 

sentido, las entidades estatales deben ejercer el control de la ejecución del contrato y, 

de ser el caso, tomar medidas para exigir el adecuado cumplimiento. 

Las Leyes 1150 de 2007 y 1474 de 2011 complementan el régimen jurídico de la 

obligación de vigilar la correcta ejecución de los contratos estatales. Allí se impone el 

debido proceso como principio rector en materia sancionatoria contractual, entre otros, 

para la imposición de multas y la decisión de hacer efectiva la cláusula penal; principio 

que se debe respetar en el ejercicio del control y vigilancia de la ejecución contractual2 

1 Artículo 3 de la Ley 80 de 1993. 
2 Artículo 17 de la Ley 1150 de 2007. 
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. También se establecen los límites de la responsabilidad del representante legal ante la 

delegación de sus funciones en materia contractual3 y se regula la supervisión y la 

interventoría de los contratos estatales4. 

La jurisprudencia contencioso-administrativa, por su parte, ha considerado que la 

obligación de vigilar la correcta ejecución del objeto contractual es una función de la 

entidad contratante, en los siguientes términos: 

 
La función de vigilancia y control del contrato estatal supone el cuidado y la 
supervisión, de forma tal que en ejercicio de esa función, quien administra la 
adecuada y oportuna ejecución del contrato no sólo debe velar por que las 
partes den cumplimiento a las obligaciones contractuales, sino que 
el contrato se ejecute en el tiempo y la forma convenidos, para de esta forma 
garantizar la satisfacción de las necesidades que la administración buscaba 
alcanzar con la celebración del respectivo contrato5. 

 

En este punto, se reitera lo expuesto en el concepto emitido por esta Agencia 

con radicado 4201913000008240, del 20 de diciembre de 2019, en cuya oportunidad se 

señaló que «el seguimiento de la ejecución del contrato para su dirección, control y 

vigilancia del correcto cumplimiento del objeto es un deber legal que permite a las 

entidades estatales tomar medidas orientadas a la satisfacción de los fines de la 

contratación, dentro de las cuales, se encuentra la posibilidad de pactar y ejercer las 

cláusulas exorbitantes, la designación de una supervisión o la contratación de una 

interventoría para vigilar la ejecución del contrato y la facultad de pactar e imponer 

multas, cláusula penal o hacer efectivas las garantías del contrato, previa declaratoria 

de incumplimiento de las obligaciones del contrato, en aras de lograr la satisfacción de 

las necesidades de bienes, obras o servicios que se pretenden suplir con la celebración 

de los contratos estatales». 

Por lo tanto, la responsabilidad por el control y vigilancia de la ejecución del 

contrato está a cargo de la entidad estatal contratante y, en consecuencia, es esta quien 

debe supervisar los contratos mediante sus funcionarios o servidores públicos, y 

únicamente puede contratar personal en caso de necesitarlo como apoyo a su gestión 

en la supervisión. De este modo, el contratista podría fungir de apoyo a la supervisión 

del contrato, en la medida en que el contrato de prestación de servicios profesionales y 

de apoyo a la gestión tenga como objeto obligaciones dirigidas a apoyar dicha actividad 

de supervisión de contratos. En tal sentido, los contratistas no pueden asumir de forma 

íntegra, directa y excluyente la actividad de supervisión de los contratos estatales. 

 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 

Santofimio. 

3 Artículo 21 de la Ley 1150 de 2007. 
 

4 Artículos 83 a 86 de la Ley 1474 de 2011. 
 

5 CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Sentencia del 27 de noviembre de 2017. Exp. 51.802. M.P. Jaime Orlando 
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2.2. La supervisión en los contratos estatales 
 

La Ley 1474 de 2011 enmarcó el seguimiento, control y vigilancia de la ejecución del 

contrato estatal dentro del principio de moralidad administrativa. En efecto, el artículo 

83 ibidem establece que «con el fin de proteger la moralidad administrativa, de prevenir 

la ocurrencia de actos de corrupción y de tutelar la transparencia de la actividad 

contractual, las entidades públicas están obligadas a vigilar permanentemente la 

correcta ejecución del objeto contratado a través de un supervisor o un interventor, 

según corresponda». El legislador además definió las nociones de supervisión e 

interventoría, como mecanismos que pueden usar las entidades estatales para vigilar el 

contrato, en estos términos: 

 
La supervisión consistirá en el seguimiento técnico, administrativo, financiero, 
contable, y jurídico que sobre el cumplimiento del objeto del contrato, es 
ejercida por la misma entidad estatal cuando no requieren conocimientos 
especializados. Para la supervisión, la Entidad estatal podrá contratar 
personal de apoyo, a través de los contratos de prestación de servicios que 
sean requeridos. 

 
La interventoría consistirá en el seguimiento técnico que sobre el 
cumplimiento del contrato realice una persona natural o jurídica contratada 
para tal fin por la Entidad Estatal, cuando el seguimiento del contrato 
suponga conocimiento especializado en la materia, o cuando la complejidad 
o la extensión del mismo lo justifiquen. No obstante, lo anterior cuando la 
entidad lo encuentre justificado y acorde a la naturaleza del contrato principal, 
podrá contratar el seguimiento administrativo, técnico, financiero, contable, 
jurídico del objeto o contrato dentro de la interventoría. 

Quien ejerza la vigilancia de la ejecución del contrato, ya sea mediante la 

supervisión o mediante la interventoría, puede hacer uso de las facultades previstas en 

el artículo 84 de la Ley 1474 de 2011 para hacer el seguimiento al cumplimiento 

obligacional del contrato y estará sometido a los deberes y responsabilidades que 

implica el ejercicio de dicha actividad. 

En cuanto a la designación del supervisor, esta Agencia, en la «Guía para el 

ejercicio de las funciones de supervisión e interventoría de los contratos del Estado» 

recomienda que esta se haga a través de un funcionario que pueda actuar al menos 

como par del contratista y que tenga asignadas funciones relacionadas con el objeto 

contractual. Así mismo, en dicha Guía se señala que la designación debe estar 

antecedida por un análisis de la carga operativa del funcionario al que se le asigna la 

supervisión, para no incurrir en el riesgo de que el supervisor no pueda desempeñar la 

labor de manera adecuada. La designación, igualmente, se recomienda que se efectúe 

en la fecha en que se adjudique el contrato o cuando se suscriba, tratándose de 

contratación directa. Además, el supervisor designado debe ser informado de la labor 

encomendada y debe conocer las obligaciones del contrato para efectos de que pueda 

desempeñar su labor de manera idónea. 

Si bien es cierto que para desarrollar la supervisión del contrato no se requieren 

conocimientos técnicos especializados, también lo es que las funciones de seguimiento 



Página 5 de 10 

 

 

contractual abarcan varios campos, por ejemplo, aspectos técnicos, administrativos, 

financieros, contables y jurídicos. En tal sentido, resulta razonable y posible que la 

entidad contratante, al momento de analizar cómo ejercer las funciones de supervisión 

del contrato, determine que estas deban realizarse por más de un funcionario. Para ello 

deberá tener en cuenta que las funciones propias de los cargos, y los perfiles, 

conocimientos y experiencia de los funcionarios designados, guarden relación directa 

con el objeto del contrato y sus aspectos a supervisar. Lo anterior pretende que la 

vigilancia del contrato se realice de manera idónea y suficiente, con distribución 

equitativa de cargas y responsabilidades, en aplicación a los principios de coordinación 

y eficacia que rigen el ejercicio de la función administrativa. Estos principios son 

aplicables a la contratación estatal por disposición del artículo 23 de la Ley 80 de 1993. 

Ahora bien, lo dicho antes no descarta que las Entidades Estatales puedan 

celebrar contratos de prestación de servicios para apoyar las actividades de supervisión, 

consignando en ellos las actividades propias del apoyo a la supervisión. Con todo, el 

alcance de dicho apoyo dependerá del objeto y las obligaciones determinadas en el 

contrato de prestación de servicios, marco dentro del cual el contratista desarrollará las 

actividades tendientes a soportar el seguimiento del contrato y apoyar la verificación 

del cumplimiento, en las condiciones establecidas en el contrato vigilado, sin que ello 

implique que asuma directamente la supervisión. Así, por ejemplo, el contratista de 

prestación de servicios podrá revisar los entregables, productos, en general, los 

requisitos para el pago y darle su concepto al supervisor. De todos modos, quien 

autorizará el pago ante la entidad estatal será el funcionario sobre quien recae la 

supervisión. 

En concordancia, en los conceptos C-344 y C-414 de 2020 emitidos por esta 

Agencia, en relación con el tema de la supervisión, se consideró que la entidad estatal 

únicamente podrá contratar personal, a través de los contratos de prestación de 

servicios que sean requeridos, en caso de necesitarlo como apoyo a la gestión en la 

supervisión, sin que esto resulte en una delegación del ejercicio de función pública que 

conlleva la responsabilidad intransferible de supervisar los contratos estatales. Esto 

quiere decir que existe la posibilidad de contratar apoyo para la función de supervisión, 

pero no para el ejercicio directo de la misma, ya que como se señaló anteriormente, esa 

función está en cabeza de la entidad estatal y no puede transferirse a un particular 

contratado para tal fin. 

De acuerdo con la anterior, el Consejo de Estado, ha considerado que la calidad 

de supervisor la tienen los funcionarios de la entidad y no los contratistas. Esto, en los 

siguientes términos: 

De entrada debe advertirse que la supervisión de los contratos es un deber 
de las entidades públicas (artículo 4 de la Ley 80 de 1993), que bien pueden 
realizarla a través de supervisores o interventores para que verifiquen la 
ejecución y cumplimiento de los trabajos y actividades del contratista de la 
entidad pública. Esa labor es principalmente de intermediación entre la 
entidad contratante y el contratista, dirigida a cumplir el control y vigilancia de 
la correcta ejecución de las obligaciones surgidas del contrato y no la de 
sustituir o reemplazar a la entidad en la toma de las decisiones, quien 
conserva dicha potestad y la ejerce a través de su propio representante legal, 
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que adelanta las actuaciones que le corresponden en virtud de su posición 
de parte dentro de la relación negocial. 
[…] 

 
Actualmente, la cuestión se mantiene en similares condiciones, sólo que se 
considera supervisor al funcionario de la entidad pública que desarrolle la 
vigilancia de los contratos de esta última, sin perjuicio de que esa labor se 
pueda apoyar a través de contratos de prestación de servicios, pero no para 
asumir la supervisión, so pena de variar de una consultoría a otra tipología 
diferente y, por consiguiente, de eludir procesos de selección. Por su parte, 
se hablará de interventor cuando se trate de una vigilancia externa o 
contratada. 
[Cursivas propias]6 

 
En ese mismo sentido, la «Guía para el ejercicio de las funciones de supervisión 

e interventoría de los contratos suscritos por las Entidades Estatales Guía», establece 

que la supervisión del contrato corresponde al funcionario público de la entidad. En 

efecto, el referido documento indica que «la supervisión de los contratos estatales 

corresponde al funcionario público que el ordenador del gasto de la Entidad designe 

para ello atendiendo los principales aspectos del contrato a supervisar». 

En suma, es posible que las entidades estatales celebren contratos de prestación 

de servicios para apoyar las actividades de supervisión cuando así lo requieran, sin que 

ello implique ejercer directamente la función de supervisión, pues dicha labor 

corresponde a los funcionarios que la entidad designe para tal fin. 

 
2.3. Concepto y características de los contratos de prestación de 

servicios 

 
El contrato de prestación de servicios es un contrato estatal típico, que se encuentra 

previsto en el numeral 3 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993. Es definido como aquel 

que «celebren las entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la 

administración o funcionamiento de la entidad. Estos contratos sólo podrán celebrarse 

con personas naturales cuando dichas actividades no puedan realizarse con personal 

de planta o requieran conocimientos especializados […]». Según lo establecido en el 

artículo 2, numeral 4º, literal h, de la Ley 1150 de 2007, para estos contratos se puede 

acudir a la modalidad de contratación directa. En efecto, la referida norma establece 

que: 

 
Artículo 2o. DE LAS MODALIDADES DE SELECCIÓN. La escogencia del 
contratista se efectuará con arreglo a las modalidades de selección de 
licitación pública, selección abreviada, concurso de méritos y contratación 
directa, con base en las siguientes reglas: 

 
[…] 

 
4. Contratación directa. La modalidad de selección de contratación directa, 
solamente procederá en los siguientes casos: 

 

6 CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera, Subsección A. Sentencia del 12 de diciembre de 2014. Exp. 27426. C.P. Ramiro 
Pazos Guerrero. 
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[…] 
 

h) Para la prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión, o 
para la ejecución de trabajos artísticos que sólo puedan encomendarse a 
determinadas personas naturales; 

Es de resaltar que la norma transcrita distingue entre los contratos de prestación 

de servicios profesionales y los contratos de prestación de servicios de apoyo a la 

gestión, tal y como se explicará. Los primeros, a la luz de la jurisprudencia unificada de 

la Sección Tercera del Consejo de Estado7, se denominan contratos propiamente dichos 

de prestación de servicios profesionales, y son «todos aquellos cuyo objeto esté 

determinado materialmente por el desarrollo de actividades identificables e intangibles 

que impliquen el desempeño de un esfuerzo o actividad tendiente a satisfacer 

necesidades de las entidades estatales en lo relacionado con la gestión administrativa 

o funcionamiento que ellas requieran, bien sea acompañándolas, apoyándolas o 

soportándolas, al igual que a desarrollar estas mismas actividades en aras de 

proporcionar, aportar, apuntalar, reforzar la gestión administrativa o su funcionamiento 

con conocimientos especializados, siempre y cuando dichos objetos estén 

encomendados a personas catalogadas de acuerdo con el ordenamiento jurídico como 

profesionales». Este tipo de contrato, entonces, se caracteriza porque su objeto guarda 

relación con el desarrollo de actividades que demandan competencias y habilidades 

profesionales o especializadas de la persona natural o jurídica a contratar, de manera 

«que se trata de un saber intelectivo cualificado». 

Los segundos, son denominados contratos de prestación de servicios de simple 

apoyo a la gestión8. Estos, según lo que establece el artículo 2.2.1.2.1.4.9. del Decreto 

1082 de 2015, corresponden a «aquellos de naturaleza intelectual diferentes a los de 

consultoría que se derivan del cumplimiento de las funciones de la Entidad Estatal, así 

como los relacionados con actividades operativas, logísticas, o asistenciales». Son 

servicios de apoyo a la gestión todos aquellos servicios que involucren actividades 

requeridas para la entidad estatal y que impliquen el desempeño de un esfuerzo o 

actividad de apoyo, acompañamiento o soporte, que puede ser de carácter técnico, 

operacional, o logístico, y que tiendan a satisfacer las necesidades relacionadas con la 

gestión administrativa o funcionamiento de entidad. La ejecución de esos contratos, 

entonces, no implica conocimientos profesionales. 

A partir de disposiciones de rango legal y reglamentario que complementan su 

regulación y de los pronunciamientos judiciales9 más destacados, es posible resaltar las 

siguientes características de este contrato: 

i) Pueden ser celebrados por cualquier entidad estatal que tenga capacidad para 

contratar, en los términos del artículo 2, numeral 1º, de la Ley 80 de 1993; 

 
 

7 CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Sentencia de unificación del 2 de diciembre de 2013, Exp. 41719. M.P. Dr. Jaime 
Orlando Santofimio Gamboa. 

 
8 Ibidem. 
9 CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Sentencia del 3 de diciembre de 2007. Exp. 24715. C.P. Ruth Stella Correa 

Palacio. 
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ii) Se pueden celebrar con personas naturales o con personas jurídicas. Con 

aquellas para desarrollar actividades relacionadas con la administración o el 

funcionamiento de la entidad, siempre que estas no puedan realizarse con personal de 

planta o requieran conocimientos especializados. Con las personas jurídicas, por 

disposición del artículo 2, numeral 4º, literal h, de la Ley 1150 de 2007 y del artículo 

2.2.1.2.1.4.9. del Decreto 1082 de 2015. Esta última norma establece que «[l]as 

Entidades Estatales pueden contratar bajo la modalidad de contratación directa la 

prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión con la persona natural o 

jurídica que esté en capacidad de ejecutar el objeto del contrato, siempre y cuando la 

Entidad Estatal verifique la idoneidad o experiencia requerida y relacionada con el área 

de que se trate». 

La Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, aseguró que el 

contrato de prestación de servicios «[…] puede celebrarse tanto con personas jurídicas 

como naturales, en este último caso, siempre y cuando las actividades contratadas no 

pueden cumplirse con personal de planta o cuando las labores requeridas exigen 

conocimientos especializados de los que no disponen los servidores de la entidad»10. 

Así también lo consideró la Corte Constitucional en su jurisprudencia, al referirse a las 

diferencias entre los contratos de trabajo y de prestación de servicios, resaltó que en el 

caso de estos últimos «la actividad independiente desarrollada, puede provenir de una 

persona jurídica con la que no existe el elemento de la subordinación laboral o 

dependencia consistente en la potestad de impartir órdenes en la ejecución de la labor 

contratada»11, fallo que, a su vez, fue citado, y sus fundamentos acogidos, por el 

Consejo de Estado12. 

iii) Tienen por objeto desarrollar actividades relacionadas con la atención de los 

negocios o el cumplimiento de las funciones a cargo de la entidad contratante, siempre 

que tales actividades o funciones no puedan cumplirse con el personal de planta, bien 

por ser insuficiente o bien porque se requieran conocimientos especializados; 

iv) La relación entre la entidad contratante y el contratista no es de carácter 

laboral; Si bien se celebran para obtener la prestación personal de un servicio, se 

diferencian del contrato de trabajo13 en que quien celebra el contrato de prestación de 

servicios debe mantener autonomía e independencia en la ejecución de la labor, lo que 

significa que no debe existir subordinación ni dependencia, que es uno de los elementos 

constitutivos del vínculo laboral. 

 
 
 

 
10 CONSEJO DE ESTADO. Sala de Consulta y Servicio Civil. Concepto del 23 de noviembre de 2005. Exp. 1693. C.P. Flavio 

Augusto Rodríguez Arce. 
 

11 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-154 del 19 de marzo de 1997. M.P. Hernando Herrera Vergara. 
 

12 CONSEJO DE ESTADO. Sección Segunda. Subsección A. Sentencia del 1 de marzo de 2018. Exp. 3730. C.P. Carmelo 
Perdomo. 

13 El artículo 22 del Código Sustantivo del Trabajo establece: «1. Contrato de trabajo es aquel por el cual una persona natural 
se obliga a prestar un servicio personal a otra persona, natural o jurídica, bajo la continuada dependencia o subordinación de la segunda 
y mediante remuneración. 

»2. Quien presta el servicio se denomina trabajador, quien lo recibe y remunera, empleador, y la remuneración, cualquiera que 
sea su forma, salario». 
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v) Deben ser temporales, no pueden pactarse por término indefinido, esto es, 

deben suscribirse por el plazo estrictamente necesario e indispensable, tal y como lo 

dispone el artículo 32, numeral 3º, inciso 2º, de la Ley 80 de 1993. 

vi) Se rigen por las disposiciones civiles y comerciales que disciplinan el tipo 

negocial utilizado por la administración y las especiales previstas en dicho estatuto 

público contractual, según lo que se deriva de los artículos 13, 32 y 40 de la Ley 80 de 

1993; 

vii) En estos contratos es potestativa la inclusión de cláusulas excepcionales al 

derecho común de terminación, interpretación y modificación unilaterales, de 

sometimiento a las leyes nacionales y de caducidad. 

ix) Se celebran a través de la modalidad de contratación directa, 

independientemente de la cuantía y del tipo de servicio profesional, siempre que su 

objeto no sea la consultoría, pues, como lo indicó el Consejo de Estado14, si bien en 

ambos existe un componente intelectual y profesional, el objeto del contrato de 

consultoría es especial y debe celebrarse, por regla general, mediante un concurso de 

méritos15. 

x) Para celebrarlos no se requiere estar inscrito en el Registro Único de 

Proponentes –RUP–, como lo expresa el artículo 6 de la Ley 1150 de 200716. 

xi) No es necesario que el Estado exija garantías17. 

Con todo, el uso de esta figura contractual está directamente relacionado con las 

necesidades a satisfacer por parte de la entidad y, en cierta medida, con el principio de 

planeación, pues los estudios previos deben consignar con suficiencia las razones que 

justifican celebrar un contrato de prestación de servicios profesionales, bien sea con 

una persona natural o jurídica. 

 
 
 
 
 
 

14 CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Subsección C. Sentencia del 2 de diciembre de 2013. Exp. 41719. C.P. Jaime 

Orlando Santofimio Gamboa. 
 

15 Ibíd. En efecto, el numeral 2º del artículo 32 de la Ley 80 de 1993 define el contrato de consultoría así: «Son contratos de 
consultoría los que celebren las entidades estatales referidos a los estudios necesarios para la ejecución de proyectos de inversión, 
estudios de diagnóstico, prefactibilidad o factibilidad para programas o proyectos específicos, así como a las asesorías técnicas de 
coordinación, control y supervisión. 

»Son también contratos de consultoría los que tienen por objeto la interventoría, asesoría, gerencia de obra o de proyectos,  
dirección, programación y la ejecución de diseños, planos, anteproyectos y proyectos. 

»Ninguna orden del interventor de una obra podrá darse verbalmente. Es obligatorio para el interventor entregar por escrito  
sus órdenes o sugerencias y ellas deben enmarcarse dentro de los términos del respectivo contrato». 

 
16 Según dicho artículo: «Art. 6. Todas las personas naturales o jurídicas nacionales o extranjeras domiciliadas o con sucursal 

en Colombia, que aspiren a celebrar contratos con las entidades estatales, se inscribirán en el Registro Único de Proponentes del Registro 
Único Empresarial de la Cámara de Comercio con jurisdicción en su domicilio principal. 

»No se requerirá de este registro, ni de clasificación, en los casos de contratación directa; contratos para la prestación de 
servicios de salud; contratos de mínima cuantía; enajenación de bienes del Estado; contratos que tengan por objeto la adquisición de 
productos de origen o destinación agropecuaria que se ofrezcan en bolsas de productos legalmente constituidas; los actos y contratos 
que tengan por objeto directo las actividades comerciales e industriales propias de las empresas industriales y comerciales del Estado y 
las sociedades de economía mixta y los contratos de concesión de cualquier índole. En los casos anteriormente señalados, corresponderá 
a las entidades contratantes cumplir con la labor de verificación de las condiciones de los proponentes […]». 

 
17 Así lo establece el Decreto 1082 de 2015: «Artículo 2.2.1.2.1.4.5. No obligatoriedad de garantías. En la contratación directa 

la exigencia de garantías establecidas en la Sección 3, que comprende los artículos 2.2.1.2.3.1.1 al 2.2.1.2.3.5.1. del presente decreto no 
es obligatoria y la justificación para exigirlas o no debe estar en los estudios y documentos previos». 
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3. Respuesta 
 

«La Contratación de apoyo a la supervisión de contratos de las entidades 
estatales, que puede adelantase a través de Contratos de Prestación de 
Servicios, ¿puede celebrarse con personas naturales y jurídicas?» 

 

Por disposición del artículo 2.2.1.2.1.4.9. del Decreto 1082 de 2015, los contratos de 

prestación de servicios y de apoyo a la gestión pueden celebrarse tanto con personas 

naturales como jurídicas. Esta norma establece que «[l]as Entidades Estatales pueden 

contratar bajo la modalidad de contratación directa la prestación de servicios 

profesionales y de apoyo a la gestión con la persona natural o jurídica que esté en 

capacidad de ejecutar el objeto del contrato, siempre y cuando la Entidad Estatal 

verifique la idoneidad o experiencia requerida y relacionada con el área de que se trate». 

De acuerdo con esto, es jurídicamente viable la celebración de contratos de 

prestación de servicios, con objetos asociados al apoyo a la supervisión de contratos, 

ya sea con personas naturales y jurídicas, en tanto estas estén capacitadas y sean 

idóneas para ejecutarlos. No obstante, se advierte que, la responsabilidad en el control 

y vigilancia de la ejecución del contrato está a cargo de la entidad estatal. Por lo tanto, 

esta es quien debe supervisar sus contratos mediante sus funcionarios o servidores 

públicos y únicamente puede contratar personal en caso de necesitarlo como «apoyo» 

a su gestión en la supervisión. 

 
Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
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